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Honorable Cámara de Diputados
    Provincia de Buenos Aires

PROYECTO DE LEY
EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE
LEY
Artículo N° 1.- Modifíquese el artículo 38° de la Ley 13927 el que quedará redactado de la siguiente forma: 
“ARTICULO 38.- -RETENCION PREVENTIVA - BOLETA DE CITACION DEL INCULPADO - AUTORIZACION PROVISIONAL. En los supuestos de comisión de alguna de las faltas graves enunciadas en los incisos m), n), o), s), w), x) o y) del artículo 77 de la Ley Nacional Nº 24.449, la Autoridad de Comprobación o Aplicación retendrá la licencia para conducir a los infractores y la remplazará con la entrega, en ese mismo acto, de la Boleta de Citación del Inculpado. Dicho documento habilitará al inculpado para conducir sólo por un plazo máximo de TREINTA (30) días corridos, contados a partir de la fecha de su confección.

De inmediato, la Autoridad de Comprobación o de Aplicación remitirá la licencia para conducir y la denuncia o acta de infracción respectiva al Controlador o funcionario que corresponda.

Dentro del referido plazo de TREINTA (30) días corridos, el infractor deberá presentarse personalmente ante el Controlador o funcionario designado y podrá optar por pagar la multa correspondiente a la infracción en forma voluntaria o ejercer su derecho de defensa.

En caso de optar por ejercer su derecho de defensa, el Controlador o funcionario designado podrá otorgar, por única vez, una prórroga de no más de SESENTA (60) días corridos desde la vigencia de la Boleta de Citación del Inculpado para conducir. La prórroga sólo podrá otorgarse en caso de existir dificultades de gravedad tal que imposibiliten emitir la resolución, en cuanto al fondo del asunto, dentro de los TREINTA (30) días corridos desde la fecha en que se confeccionó la Boleta de Citación.

La vigencia de la prórroga no podrá exceder nunca el plazo de NOVENTA (90) días contados a partir de la fecha de emisión de la Boleta de Citación.

En caso de que el infractor no se presentara dentro del término de TREINTA (30) días establecido en el presente procedimiento, se presumirá su responsabilidad.

La licencia de conducir será restituida por el Controlador o funcionario competente, si correspondiere, cuando ocurra alguno de los siguientes supuestos:

a) Pago de la multa;

b) Cumplimiento de la resolución del juez o funcionario competente,
Si el infractor no se presentara pasados los noventa (90) días corridos desde la fecha de confección de la Boleta de Citación, se destruirá la licencia retenida y caducará la habilitación para conducir hasta tanto obtenga una nueva licencia de conformidad con el procedimiento establecido por esta ley. Esta nueva licencia sólo podrá otorgarse si previamente se abonó la multa o se dio cumplimiento a la resolución del Controlador o funcionario competente.

En el supuesto del inciso x) del artículo 77° de la Ley Nacional Nº 24.449, además del pago de la multa o cumplimiento de la sanción que corresponda, el infractor deberá acreditar haber dado cumplimiento a la Verificación Técnica Vehicular.
Para los supuestos de retención cautelar de licencia no se aplicará la opción de prórroga de jurisdicción contemplada en el artículo 36°, salvo en los casos donde el infractor se domicilie en la Provincia de Buenos Aires a más de sesenta (60) kilómetros del lugar de la comisión de la misma, en cuyo caso podrá optar por prorrogar el juzgamiento al juez competente en razón de su domicilio. En los casos donde correspondiera que intervenga la Justicia Administrativa de Infracciones de Tránsito Provincial y no se haya constituido aún la dependencia administrativa conforme el Decreto 532/09, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 50° de la presente ley”
Artículo N° 2.- Comuníquese, etc.
FUNDAMENTOS
El artículo 38° de la Ley 13.927 establece cuales son las faltas graves que habitan la retención preventiva de la licencia de conducir dentro del territorio de la Provincia de Buenos Aires; definiendo, asimismo, el procedimiento que ha de cumplirse en estos supuestos.
El último párrafo del referido artículo contempla que “para los supuestos de retención cautelar de licencia no se aplicará la opción de prórroga de jurisdicción contemplada en el artículo 36°” de la Ley 13.927. Dicho artículo 36°, caratulado como “interjurisdiccionalidad”, contempla que los infractores podrán opta por recurrir al juez competente en razón de su domicilio en determinados casos, a saber, a) de haber cometido infracción en rutas o espacios de dominio público nacional dentro del territorio bonaerense siempre que el infractor se domicilie en una jurisdicción adherida al sistema de cooperación interprovincial, y b) que el infractor se domicilie en la Provincia de Buenos Aires a más de 60 Km del lugar de la comisión de la falta.  
Resulta entendible que en los casos de retención de la licencia de conducir no se permita la opción de prorrogar jurisdicción cuando se trate de infractores con domicilio en otra jurisdicción provincial, sin embargo para los casos de habitantes de la Provincia de Buenos Aires esta restricción aparece, por lo menos, debatible. Y sostenemos que resulta por lo menos debatible en dos órdenes de ideas, máxime si ponderamos el dato geográfico de que   nuestra provincia es la que mayor extensión geográfica presenta en todo el territorio nacional (307.571 km²
).

En primer lugar es menester poner de manifiesto la compleja situación que se presenta en los casos donde, por el lugar de la infracción, debiera intervenir los Juzgados Administrativos de Infracciones Provinciales, ya que de los 20 Departamentos que debieran estar en funcionamiento, solo 5 se han constituido a la fecha.

Los 20 Departamentos, según artículo 1º del Anexo II Título IV del Decreto Nº 532/09, deberían ser: Azul, Bahía Blanca, Dolores, San Martín, Junín, La Matanza, La Plata, Lomas de Zamora, Mar del Plata, Mercedes, Merlo, Moreno-General Rodríguez, Morón,  Necochea, Pergamino, Quilmes, San Isidro, San Nicolás de los Arroyos, Trenque Lauquen y Zárate-Campana. Sin embargo en  términos reales -como dijimos- solo existen en funcionamiento 5 Departamentos, los cuales son lo de Junín (sede en Chivilcoy), Dolores, La Plata, Mar del Plata y San Isidro (sede Don Torcuato); quedando pendientes de conformación los Departamentos de Azul; Lomas de Zamora y Bahía Blanca (Decreto 124/11). 
En este escenario, donde la Provincia de Buenos Aires presenta enormes extensiones geográficas y, puntualmente, para los casos de intervención provincial se dispone solamente de 5 Juzgados Administrativos de Infracciones Provinciales, resulta a todas luces inviable continuar aplicándole a los bonaerenses  la restricción de prórroga de juzgamiento establecida para los supuestos de faltas graves.
Si bien comprendemos y acompañamos el espíritu normativo respecto de los casos de retención preventiva de la licencia de conducir, máxime en los supuestos de la “conducción en estado de intoxicación alcohólica, estupefacientes u otras sustancias que disminuyan las condiciones psicofísicas normales”
; la “violación de los límites de velocidad máximas y mínimas
”; la “conducción sin respetar la señalización de los semáforos
”; la “conducción de motocicletas sin que sus ocupantes utilicen el casco reglamentario
” y la “conducción de vehículos a contramano
”; también comprendemos que las sanciones impartidas hacia los infractores no solo deben ser ejemplificadoras, sino razonables desde su operatividad.  
En este entendimiento, creemos importante rescatar un fragmento de un documento emitido por la asociación civil “Luchemos por la Vida”, donde analiza los “Pros y contras de la nueva Ley 26.363”. Esta norma nacional (Ley 26.363) además de crear la Agencia Nacional de Seguridad Vial, modifica la Ley 24.449 en varios de sus artículo, los que nos importan a nuestro fin de estudio son: la modificación al artículo 77° donde se  incorporan nuevas faltas graves (del inciso m) al y)) y, particularmente, la incorporación del nuevo artículo 72° bis sobre la retención preventiva de la licencia de conducir para los supuestos de  comisión de algunas de las faltas graves. Vale mencionar que las faltas graves que habilitan la retención de la licencia en la legislación nacional, resultan las mismas contempladas en el artículo 38° de la ley provincial 13.927.

Respecto de la retención de licencias del documento sostienen: “Se incorpora también la retención preventiva de la Licencia de Conducir cuando se labren actas de infracción, por supuesta comisión de alguna de las faltas graves enunciadas en el art.33 de esta ley. Producida la retención, y dentro del plazo de 30 días corridos, el posible infractor deberá presentarse personalmente ante el juez correspondiente, a fin de optar por pagar la multa en forma voluntaria o defenderse; la no presentación hace presumir su culpabilidad. Pero peor aún, si no se presenta dentro de los 90 días, se destruirá la licencia retenida y caducará la habilitación para conducir. En todos estos casos de retención de la licencia, no se aplica la prórroga de jurisdicción, por la cual el presunto infractor domiciliado a más de 60 kilómetros puede recurrir al juez de su domicilio. Estos artículos nos preocupan ya que querríamos que estas modificaciones a la ley tuviesen vigencia real y efectiva, y para ello, como ya hemos dicho muchas veces, y a tenor de la experiencia del mundo desarrollado exitoso en controlar y sancionar, las sanciones y los procedimientos tienen que ser razonables y “posibles”. Veamos un ejemplo: un conductor pasa por una ruta en la provincia de Jujuy, donde un cartel indica una velocidad máxima de 40 km/h por estar atravesando un pueblo, y es sorprendido por un inspector circulando a 46 km/h. Dicho conductor habría cometido una de las graves infracciones prevista en el inciso “n” de dicho art. 33 al exceder la velocidad máxima en más de un 10%. Consecuentemente, la autoridad interviniente le retendrá la licencia de conducir. De acuerdo al texto de la ley, si dicho conductor que, supongamos vive en Buenos Aires, no comparece personalmente ante dicho juez de Jujuy dentro de los 30 días, ya sea a pagar o a defenderse, se presumirá su culpabilidad y si no se presenta en Jujuy dentro de los 90 días, perderá su Licencia de Conducir. ¿Es esto razonable? ¿O nuevamente vamos a hacer una ley tan severa e impráctica que haga sentir a la mayoría de la población que es injusta, y que por ende ni gobernantes ni gobernados la cumplan?.
”

Como hemos mencionado anteriormente, si bien este documento fue realizado a la luz de la Ley 26.363, debido a la identidad de los artículos 72° bis de la ley 26.363 y del artículo 38° de la ley 13.927, creímos oportuno traer a colación dichas observaciones. 
Así, compartiendo que la legislación provincial en materia sancionatoria debería por lo menos ser “razonable y posible” en términos de su aplicación; en nuestro caso concreto observamos que retener la licencia a conductores, sobre todo para aquellos que le correspondiera los órganos de juzgamiento provinciales,  produce dos efectos negativos, a saber: una sobre demanda de atención en aquellos juzgados existentes, produciendo enormes colas y hasta la imposibilidad de atender todos los casos que se presentan en el día (situación puesta de manifiesto en varios medios periodísticos); y un desequilibrio en la ecuación prevención-infracción-sanción. 
Cuando nos referimos al concepto prevención, lo hacemos desde el entendimiento de que  toda la normativa vinculada a la cuestión del tránsito apunta en esencia -y en primer instancia- a prevenir y generar conciencia de los posibles daños que ocasionaría la imprudencia al volante. En cuanto a la tipificación de las infracciones de transito, las observamos como el listado de inconductas que, debido a su peligrosidad, merecen ser acompañadas de una sanción o multa acorde a su magnitud. Y por último aparece la sanción, comprendida como el mecanismo que permite hacer efectivo el cumplimiento de un determinado ordenamiento, en este caso el del tránsito.  Así, la sanción se origina ante  la violación de las normas que regulan el buen funcionamiento del sistema de transito, el cual permiten organizarlo en términos de seguridad y cuidado de cada uno de los ciudadanos que hacen y formar parte de ese sistema. 
En este orden de ideas, y sucintamente, comprendemos a las sanciones como herramientas que permitan corregir la inconducta que genera desequilibro y peligrosidad en el sistema de tránsito, cuya finalidad debe ser corregir tal conducta y generar la conciencia necesaria para evitar su replicación. 
Así, la sanción en el caso puntal que tratamos es doble: la multa que deberá pagar el infractor y la obligación de hacerse presente en el órgano de juzgamiento que le corresponda. Hasta aquí no tenemos objeciones respecto de lo contemplado en la normativa, lo que resulta discutible surge del ejercicio u operatividad de lo normado, específicamente cuando se prohíbe la posibilidad de prórroga de jurisdicción, donde pareciera responder más a un criterio de corte administrativo-burocrático que a uno tinte educativo-persuasivo. Pongamos un ejemplo para graficar los conceptos: si un conductor oriundo de Carmen de Patagones tuviera que venir a la Ciudad Capital de La Plata por algún asunto y se haya atrasado en la realización de la VTV, por disposición del artículo 38° de la ley provincial 13.927 deberá volver a viajar 1.800 Km (entre ida y vuelta) para poder pagar la multa correspondiente o hacer el descargo y consecuentemente recuperar su  licencia de conducir. O si le sucediera en la Ruta 2 y al corresponderle el Departamento de Dolores, debería recorrer 1684 km (ida y vuelta).
En este escenario, con las distancias territoriales, el incumplimiento del Poder Ejecutivo de poner en funcionamiento los 20 departamentos de los Juzgados Administrativos de Infracción Provinciales, hace en términos reales que la sanción contemplada en la norma resulte desequilibrada y hasta compleja de cumplimiento, ya que las extensiones que debiera recorrer el presunto infractor para recuperar su licencia - porque le está hoy en día vedada la opción de prorrogar  jurisdicción-  resulta peor que la multa misma. 

Naturalmente que estos casos cobran mayor magnitud cuando nos referimos a los conductores domiciliados en municipios del interior de la provincia, sin embrago no podemos obviar las dificultades de tiempo y costos de movilidad que implica el cumplimiento de la ley.

Por último, a partir de la sanción de la presente, los infractores cuyas licencia de conducir les sea retenida preventivamente podrán acogerse a la opción de prorrogar el juzgamiento al Juez competente en razón de su domicilio. Esto significa que en los casos donde debiera intervenir órganos de juzgamiento provincial y los mismos no se haya constituido según lo establecido en el  Decreto N° 532/09, resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo N° 50 del Título XIII de las disposiciones transitorias de la Ley 13.927, el cual contempla que “Hasta tanto el Poder Ejecutivo Provincial pueda implementar la puesta en funcionamiento de la Justicia Administrativa de Infracciones de Tránsito Provincial, será competencia de la Justicia de Faltas Municipal el juzgamiento de todas las infracciones previstas por la presente Ley”
.

Por todo lo expuesto solicito a esta Honorable Cámara acompañen con su voto afirmativo la presente iniciativa.
� Informe sobre “Superficie y cantidad de departamentos por provincia. Total del país. Año 2010” del 


Instituto Nacional de Estadísticas y Censo de la República Argentina. 


� Extracto del inciso m) del artículo 77 de la Ley 24.449.


� Extracto del inciso n) del artículo 77 de la Ley 24.449.


� Extracto del inciso o) del artículo 77 de la Ley 24.449.


� Extracto del inciso s) del artículo 77 de la Ley 24.449.


� Extracto del inciso w) del artículo 77 de la Ley 24.449.


� Extracto del artículo de la Asociación Luchemos por la Vida. http://www.luchemos.org.ar/revistas/articulos/rev30/pag14.pdf


� Artículo 50° de la Ley 13.927
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